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Actualmente el sistema judicial colombiano enfrenta  el gran conflicto de la mora 
judicial pues ha llegado a unos topes de congestión más preocupantes a lo largo de 
la historia razón por la cual se ha producido un colapso en la rama a tal punto que 
la planta física de los despachos judiciales es insuficiente para depositar los 
procesos que por reparto llegan diariamente convirtiéndose en una carga para los 
funcionarios que no alcanzan a revisar tantos expedientes lo cual pueden 
argumentar los jueces de la república como justificación en la demora en los trámites 
procesales por la innumerable cantidad de trabajo.   Sin embargo, a pesar de esto 
los ciudadanos acuden a la jurisdicción para resolver sus controversias a través del 
juez pues no toman en cuenta el mecanismo de la conciliación como un mecanismo 
que ofrezca respuestas. 
 
 
El Estado debe plantear respuestas oportunas y efectivas a la situación planteada 
en donde la controversia presentada sea atendida y solucionada con prontitud.  Por 
lo anterior, La presente investigación es oportuna en la medida que un Estado social 
de derecho, como el pregonado en Colombia debe propiciar  el idóneo acceso a la 
justicia a todos los ciudadanos como un derecho fundamental donde haya una 
pronta y efectiva respuesta por parte del sistema judicial donde no haya congestión 
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o retrasos en medio de los procesos judiciales, esto es algo reconocido por la 
Constitución Política en su artículo 228 sobre las disposiciones generales de la 
administración de la rama judicial, articulado que reza textualmente que: 
 “La administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son 
independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las 
excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho 
sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su 




Lo anterior se traduce en la hoja de ruta con respecto a las actuaciones judiciales 
en el territorio pero que fácticamente es una utopía su cumplimiento nada más 
ilusorio y difuso que el cumplimiento de este presupuesto, que se emerge por 
diversas razones entre ellas el colapso y opulento número de demandas que le 
asiste al sistema judicial colombiano por diversas índoles de las cuales es evidente 
que no se han implementado planes de contingencia para contrarrestar este tipo de 
situaciones de estancamiento judicial. 
 
 
1 Colombia, Constitución política. Artículo 228 
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Lo anterior permite inferir, que el propósito inicial del actual sistema judicial es 
propugnar por el debido acceso del conglomerado social a la justicia y el debido 
proceso equilibrado en tiempos y espacios que sean pertinentes para combatir los 
problemas de aquellos que se ven abocados en calidad de víctimas el asistir a la 
lucha contenciosa de un proceso judicial. Premisa que en simbólicamente es un 
ejemplar modelo y objetivo, pero del cual fácticamente se difiere al ser un imposible 
cumplir en cortos plazos tales propósitos, síntoma preocupante del sistema judicial 
que ante tal desavenencia crea un síntoma de inestabilidad jurídica generaliza ante 
el constante colapso al que se ve sometido el sistema. De acuerdo a información 
presentada por el Consejo Superior de la Judicatura, las zonas con mayor índice de 
congestión judicial de procesos en su orden en cantidad de expedientes 
acumulados son “las ciudades de Bogotá con el 38%, Medellín con el 24%, Cali con 
el 11%, Barranquilla con el 9% y otras ciudades con el 5%”2. Es decir, existe cierto 
grado de congestión judicial que invita primero a replantear o por lo menos a revisar 




2 CÁRDENAS, R. (2017). La congestión y el atraso judicial en Colombia, en dos décadas desde su 







La situación planteada se incrementa con el trascurrir de los años, ejemplo de ello 
es que para el 2019 en la ciudad de Barranquilla puntualmente, se han registrado 
una gran cantidad de procesos penales represados  de acuerdo con el periódico 
local de Barranquilla El Heraldo, reflejados en “numerosos vencimientos de términos 
y la prescripción penal en delitos de alto impacto como homicidio, extorsión, hurto, 
secuestro, entre otros, lo que afecta a la vez la percepción de impunidad y seguridad 
en la ciudad”3.  Tal situación ha generado que el Estado implemente mecanismos 
como la ley 1285 de 2009, que modifica los principios de la buena administración 
de la justicia donde se adiciona la oralidad en su artículo 4 como mecanismo para 
buscar la celeridad de procesos que es a su vez un principio básico de la justicia, 
estableciendo que “las actuaciones que se realicen en los procesos judiciales 
deberán ser orales con las excepciones que establezca la ley”4. 
 
 
Es un hecho notorio y de conocimiento público de acuerdo con varios autores, que 
“una de las formas de garantizar una verdadera imparcialidad en la administración 
de justicia es que la misma se haga de viva voz y a la vista de la sociedad. Cuando 
las sentencias se dictan casi en secreto, como en el sistema anterior, se genera una 
mayor desconfianza ante los miembros de la comunidad, y es por eso que la 
implementación del proceso oral en Colombia también busca recuperar esa 
 
3 www.elheraldo.co.com 
4 Ley 1285 de 2009 
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confianza de la población en su rama judicial”5. Afirmación esta que permite hacer 
una reflexión necesaria y es la imperiosa intervención y asistencia de principios que 
hagan fidedigna la justicia como lo es mediante el principio de transparencia.  
 
 
Se vislumbró con la introducción de los principios antes mencionado uno de los más 
significativos cambios del sistema judicial, dado el ineficaz manejo de la oralidad 
puede ocasionar múltiples atrasos, sino se sabe enfocar bien. Pero la 
implementación de esta no tuvo grandes avances por lo que al año siguiente se 
consolidó “la ley 1395 de 2010 o Ley de Descongestión Judicial” la cual busca hacer 
efectivos los mecanismos alternativos mediante las reformas efectuadas 
específicamente al Código de Procedimiento Civil, en donde se modifica sobre todo 
el accionar de los jueces y de las salas de justicia que generan congestión. Sin 
embargo, en la actualidad todavía existen muchos procesos que están retrasados 










Es con ello que como estudiante de derecho es oportuno indagar la problemática 
de la congestión judicial puntualmente en la ciudad de Barranquilla con respecto a 
los procesos judiciales que permitan obtener de prima face una respuesta al  
interrogante ¿El principio de la oralidad en qué medida ha sido efectiva en los 
procesos judiciales desarrollados por los juzgados de Barranquilla como mecanismo 
de descongestión judicial durante el periodo del 2018? 
 
 
Para resolver la pregunta planteada el trabajo se dividió en tres capítulos así: el 
primer capítulo hace referencia al proceso de efectivización de la oralidad como 
instrumento de descongestión judicial.  El segundo capítulo Identifica aspectos 
puntuales del principio de oralidad como mecanismo de descongestión judicial en 
otros modelos judiciales a través del derecho comparado a nivel latinoamericano.  
En el capítulo tres se analiza la efectividad de la oralidad como mecanismo de 
descongestión judicial en Barranquilla.  Finalmente se presentan las conclusiones a 





1. PROCESO DE EFECTIVIZACIÓN DE LA ORALIDAD COMO 
INSTRUMENTO DE DESCONGESTIÓN JUDICIAL 
 
La congestión en los despachos judiciales se genera por la costumbre generalizada 
de la sociedad actual la cual es la tendencia a demandar por cualquier 
acontecimiento que le acontezca sin considerar la existencia de otros mecanismos 
idóneos por ejemplo la conciliación, el carácter y propensión de los humanos por el 
conflicto lo lleva a acudir de manera directa a la jurisdicción, de igual manera la 
práctica inadecuada de algunos profesionales del Derecho en utilizar maniobras 
dilatorias, la expedición de reglamentos expedidos por las otras ramas del poder 
público que en muchas ocasiones se contradicen entre si, decisiones enfrentadas 
de las altas cortes, la corrupción, el abuso de la tutela, los operadores judiciales que 
implementan prácticas no generalizadas que transfieren un toque especial a cada 
despacho judicial: presentar los memoriales de cierta manera, o estrictamente de 
manera personal cuando no se requiere y otras circunstancias no establecidas que 
en últimas conducen a la congestión judicial. 
 
 
Es necesario tener en cuenta que con la implementación de la oralidad surgió una 
inversión económica para lograr la adecuación de la infraestructura física como 
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salas de audiencia, espacios de atención al público, sistemas de comunicación, 
registro e información modernos y las correspondientes áreas complementarias. 
 
 
Así mismo, el sistema ha requerido significativas inversiones en la formación de los 
servidores 
“Dichas actuaciones han demandado recursos por valor de $65.575 millones; 
en la implementación de la Ley 975 de 2005 de Justicia y Paz se realizó una 
inversión de $3.781.108.678 anuales; en cuanto al Código de Infancia y 
Adolescencia – Ley 1098 de 2006- el costo por despacho de control de 
garantías en relación al concepto de personal es cercano a los 133 millones 
de pesos anuales; para los Juzgados Penales para adolescentes con función 
de conocimiento el costo por despacho asciende aproximadamente $ 179.5 
millones anuales. (Consejo Superior de la Judicatura).”6.  
 
 
Deben establecerse tácticas para que la oralidad funcione adecuadamente y no 
ocurra lo que está pasando con el sistema penal acusatorio entre estas estrategias 
 






se debe evitar las demandas impuestas por los ciudadanos por problemas civiles 
incentivando la solución alternativa de conflictos a través de la conciliación y el 
arbitraje.  Luego de revisar en la página de la red judicial en lo referente a las 
implementaciones hechas por la entrada en vigencia del Código general del proceso 
el cual busca implementar medidas para disminuir la congestión de los despachos 
judiciales en Colombia se encontraron las siguientes: 
“Nombramiento de jueces de pequeñas causas y de competencia múltiple, 
referidos en las leyes 1285 de 2009 y 1395 de 2010, al igual que el 
nombramiento de jueces de ejecución de sentencias, con lo cual se permite 
enfrentar la mayor carga que le sobrevienen a los jueces municipales por las 
nuevas competencias asignadas. Mantener y ampliar el número de jueces de 
ejecución de sentencias en juzgados municipales y nombrarlos para juzgados 
de circuito. Esta es una de las medidas que coadyuvaría, si se tiene en cuenta 
que la mayoría de los procesos son ejecutivos, en consecuencia ha de 
entenderse que estos jueces son quiénes eventualmente tendrían que asumir 
la fase de ejecución forzada (avalúos, liquidaciones, remates) y la entrega de 
bienes ordenada en fallos ejecutoriados. De esta manera los jueces serían 
descargados de una buena cantidad de asuntos para dedicarse al nuevo 
sistema y atender en tiempo la demanda de justicia. Igualmente, nombrar 
jueces y magistrados itinerantes. Vale destacar que los jueces itinerantes se 
definen como una figura jurídica en la cual el juez u operador de justicia se 
traslada a impartir justicia a zonas alejadas del despacho, o de la sede de 
prestación del servicio, por razones de débil cobertura, o de difícil acceso en 
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determinadas circunstancias para que asuman los procesos en los cuales se 
venza el término de duración o esté por vencerse”7.  
 
 
Los juristas José Mestre Ordoñez y Sergio Rojas Quiñones, en su obra “la oralidad 
procesal de sus teóricos a su reglamentación adecuada especial referencia a las 
recientes reformas legislativas”, aludieron a temáticas puntuales en la cuales se 
logra inferir que la oralidad en Colombia se ha convertido en un tema cada vez más 
fortalecido especial en la academia pues se busca analizar e identificar cuáles son 
los pasos correctos que se deben tener en relación a la buena aplicación de este 
mecanismo, en general se observa que la oralidad se ha trabajado evidenciando 
aspectos como “sus ventajas y desventajas, su origen o relación con cuestiones 
culturales, sus costos en infraestructura y capacitación de los operadores, su 
capacidad de potencializar la vigencia de otros principios, en fin, de su funcionalidad 
o utilidad para alcanzar las finalidades del Derecho Procesal8” 
 
 
7 Muñoz Labajos Natalia. Justicia itinerante en zonas con limitada cobertura de operadores de justicia 
en el territorio Nacional  Recuperado de http://ccai-colombia.org/files/primarydocs/200912muno.pdf 
8 Mestre Ordoñez, José y Rojas Quiñones, Sergio. “La oralidad procesal de sus teóricos a su 
reglamentación adecuada especial referencia a las recientes reformas legislativas. 2013 
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Así mismo los investigadores Pablo Cortes y Dagoberto Corrales, en su trabajo 
titulado “La oralidad en el procedimiento administrativo colombiano”, cuyo objetivo 
fue:  
“determinar las principales características del sistema de oralidad en la 
administración de justicia, observando directamente el caso colombiano en su 
experiencia de implementación en algunas especialidades del derecho, tales 
como penal, laboral y menores; realizando énfasis en la reciente aplicación 
del sistema oral a los procesos administrativos, con base en lo dispuesto por 
el Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. En este sentido, los autores mediante la descripción de los 
principios y orígenes de la oralidad, hacen énfasis en su desarrollo y 
aplicación en algunos sistemas judiciales durante el siglo XIX, luego se 
observa cómo la aplicación de sistemas de carácter oral contribuye para el 
cumplimiento de un derecho fundamental plasmado en el artículo 29 de 
nuestra carta política, como lo es el debido proceso, al que tienen derecho 
todas y cada una de las personas naturales o jurídicas que son parte de un 
proceso jurídico”9. 
 
Ahondan sobre la Ley 1437 de 2011, analizando cada una de las diligencias que se 
contemplan en dicho código, susceptibles a ser desarrolladas a través de los 
procedimientos orales, comparándolas con las características propias aplicadas por 
 




el sistema anterior y describiendo la manera como ello impacta en el trascurso de 
un proceso administrativo, así como el nuevo rol o papel que adquieren las partes 
del proceso jurídico o administrativo. Finalmente, los autores se enfocan en la 
efectividad que ha tenido la oralidad en el sistema administrativo contencioso, 
determinando que no es la única variable a tener en cuenta para la descongestión 
de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, debido a que se deben tener en 
cuenta otras variables tales como los recursos físicos, tecnológicos y humanos 
adecuados y con la capacidad de responder a las diferentes situaciones que suscita 
un proceso expedito, por lo que no se pueden implementar procesos orales cuando 
las características de los despachos judiciales no permiten el desarrollo de 
audiencias, o cuando los recursos tecnológicos no son suficientes para conservar 
registro detallado del desarrollo de cada diligencia y peor aun cuando las personas 
que prestan el servicio de administrar justicia no se encuentren debidamente 
capacitadas para afrontar escenarios de controversia y debate. 
 
 
Así mismo, se encuentra la tesis desarrollada por Osorio, Gaudenzi, Jaramillo, 
Guerra, Castaño, Palacio y Hurtado, en su obra “la implementación de la oralidad: 
¿una amenaza a la actividad probatoria?”, la cual tiene como objetivo principal 
determinar si la implementación de la oralidad en Colombia ha implicado una 
pretermisión de la valoración del resultado probatorio producido en la audiencia de 
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instrucción y juzgamiento, lo que lleva a que los jueces tiendan a la construcción de 
proyectos de sentencia previos.  
 
 
Por lo que los autores parten del hecho de que esto sería consecuencia indirecta 
del surgimiento de una práctica entre los jueces: acudir a las audiencias con un 
borrador de sentencia basado en el conocimiento adquirido antes de la audiencia, 




1.1 DESCONGESTIÓN JUDICIAL 
Para referirse a la descongestión judicial es necesario remitirse inicialmente a la 
categoría de congestión judicial, un término en constante acrecimiento los cuales 
varios autores han señalado que debe entenderse por tal aquella, “situación donde 
el aparato judicial establecido por la Constitución y la ley no es capaz de responder 
oportunamente a las necesidades de las personas”10. 
 
 
10 TORRES CALDERON, l. a. (s.f.). reflexiones sobre la congestión judicial en la jurisdicción de lo 




Esta es ocasionada por que la demanda es superior a la capacidad del sistema, es 
decir de los despachos, por lo que finalmente se termina generando una 
acumulación de procesos lo que represente un atraso judicial. Lo cual termina 
originando una justicia inoperante y ciudadanos insatisfechos en el cumplimiento y 
efectivización de sus derechos, de acuerdo a lo esbozado por autores como pinzón, 
la problemática de la congestión judicial se ha desarrollado en los siguientes 
presupuestos, “una crisis de la administración de justicia que comprende la totalidad 
de los factores que desembocan en una administración de justicia dilatoria y 
deficiente, situación que trasciende a generar también un problema social y de 
desconfianza e inseguridad hacia el aparato judicial creando una cultura de justicia 
por mano propia”11.  
 
La congestión judicial tiene múltiples causas que pueden ser: la acumulación, mala 
gestión interna o intervención externa, judicialización excesiva, entre otras. En 
Colombia, el reconocimiento de la Nueva Constitución Política el 4 de julio de 1991 
establece el Estado Social de Derecho con un régimen centralista, pero con 
descentralización y autonomía de las entidades territoriales. En este sentido, a la 
parte judicial del país, “se le asignó la aplicación de la ley a través de los medios 
 
11 PINZÓN, O. (2013). El alcance de los principios de la administración de justicia frente a la 
descongestión judicial en Colombia. Prolegómenos. Derechos y Valores, XVI (32), 105-122, pag. 




brindados por el legislador y el ejecutivo, a fin de hacer justicia en cada caso 
particular”12. Y para ser efectivo “se requiere de un sistema procesal regular, 
ordenado y coherente, que garantice la seguridad de los ciudadanos”13, juicio de las 
autores citados, debido a que la rama principal que brinda protección directa a las 
personas, ya que se respalda en el hecho de que un Estado social de derecho debe 
brindar todas las garantías necesarias para que las personas se les cumplan sus 
derechos en todas las situaciones que involucren la vulneración de los mismos.  
 
La justicia es, entonces, un servicio público que debe ser administrado por 
funcionarios públicos y “al que todos pueden acudir en defensa de su bienestar y 
garantías.  Para ello se necesitan normas e instituciones que garanticen una 
administración eficaz”14. Esta buena administración trae consigo principios como la 
celeridad pues es necesario que la justicia tenga un flujo constante y que no se 




12 ASCHNER, M., & JIMÉNEZ, M. (1977). El Estado debe indemnizar los perjuicios que cause con 
ocasión de la administración de Justicia. Bogotá, Colombia. 
13 IBID 





Sin embargo, cuando se dan estos atrasos aparece la congestión judicial, que en el 
caso colombiano se ha convertido en un tema recurrente de repercusiones lesivas 
por la opulenta demanda de acciones ante la justicia, desde hace algunas décadas 
se ha venido destacando la grave situación que vive el sistema judicial por la 
acumulación excesiva de procesos. “El atraso por congestión judicial en el interior 
de la jurisdicción civil, es una realidad de la administración de justicia con 




Esta problemática aumenta cada vez más con el tiempo esto genera “una fuerte 
sensación de que las instituciones judiciales son ineficientes y no sólo por 
negligencia de algunos funcionarios, sino porque se carece de personal y equipo 
necesario, y esto la hace más inaccesible a las personas de escasos recursos”16. 
Por lo que se crea el imaginario social de que la justicia no es accesible a todas las 
personas sino solo para quienes tienen la capacidad económica de acelerar los 
procesos. Según algunos estudios que se han realizado demuestran que la justicia 
colombiana se encuentra desde hace varios años en un umbral de eficiencia bajo, 



















Fuente: tomado de Ricardo, 2016, p.9. Azul: ingresos. Rojo: egresos. 
 
Así mismo, desde 1993 hasta el 2013 “la solicitud de servicios de justicia ha 
tenido un aumento en la demanda del 303 %. Sin embargo, el número de 
funcionarios y empleados judiciales solo ha crecido un 24%”. Esta falta de 
inoperatividad se debe a que no hay la cantidad suficiente de funcionarios 
públicos en los despachos judiciales, lo que evidencia el vacío de 
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infraestructura que posee la rama judicial a nivel nacional, es decir no hay 
suficiente recurso físico para la demanda de justicia. En el 2017, cifras del 
Consejo Superior de la Judicatura señalan que “la congestión judicial en 2017, 
por la acumulación de procesos no atendidos a tiempo, superó el 45%; en 
2016 fue de 37%; en 2015 de 45%; en 2014 de 48%; en 2013 de 47%; y en 
2012 de 46%”17.  
Es decir, Actualmente, un proceso ordinario que debería definirse en máximo 12 o 
24 meses, se demora hasta cinco o 10 años, estas situaciones han llevado a los 
ciudadanos a tomar la justicia por sus propias manos pues la imagen que se tiene 
ante ese sistema es de desconfianza, falta de credibilidad e ilegitimidad.  
 
De este modo, se observa que actualmente el sistema judicial colombiano presenta 
una grave alteración en cuanto a la efectividad que debe tener en la solución de 
problemáticas que involucren a los ciudadanos. Esto debido a que hay una justicia 
lenta y menos accesible generando un impacto negativo en la sociedad, por 
ejemplo, para el 2011 debido a los altos índices de congestión judicial el Banco 
Mundial en informe Doing Business decidió “ubicar a Colombia en el lugar número 
152 entre 183 países en congestión y retraso judicial”18.  
 
 
17 TORRES ROJAS, G. M. (2017). La conciliación prejudicial administrativa como requisito de 
procedibilidad en la jurisdicción administrativa. ISSN: 1900-0448, IUSTA, N.º 47. Obtenido de 
file:///C:/Users/user/Downloads/3809-11445-1-SM.pdf 
18 Banco Mundial. Informe Doing Business. 2011 
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Acorde con lo anterior es propicio traer a colación la siguiente conceptualización en 
la cual se ilustra de manera clara una de las posibles casusas de la congestión 
judicial que se debe a “una crisis que surge a partir de la vulneración de los principios 
de la administración de justicia; pues entre mayor cantidad de principios se vulneren, 
más fuerte va a ser la crisis”19. Esto demuestra que Colombia, como un Estado 
Social de Derecho, no cumple con el derecho fundamental a la protección de sus 
ciudadanos pues tiene un lugar poco privilegiado a nivel mundial sobre la 
administración de la justicia, convirtiéndose en un estado poco seguro, poco efectivo 




En la historia de la humanidad, la oralidad en el campo jurídico se ha venido 
discutiendo casi desde el siglo XIX. Con el transcurrir del tiempo, esta se ha ido 
adoptando en diversos escenarios estatales en el mundo, con esta se busca 
básicamente que el proceso acusatorio penal se dé mediante la comunicación oral 
donde “el juez podrá interrogar a las partes, abogados y terceros participantes en 
cualquier momento. Estas audiencias son registradas en audio y video utilizando 
cualquier medio apto que permita garantizar la fidelidad, conservación y 
 
19 UNIVERSIDAD EAFIT.  Obtenido de http://www.eafit.edu.co/inve 
PINZÓN, O. (2013). El alcance de los principios de la administración de justicia frente a la 
descongestión judicial en Colombia. Prolegómenos. Derechos y Valores, XVI (32), 105-122, pag. 
118. Obtenido de https://www.redalyc.org/pdf/876/87629921007.pdf 
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reproducción de su contenido”20. Es decir, mediante este mecanismo se busca 
cumplir con uno de los principios básicos de la administración de la justicia como lo 
es la celeridad.  
 
“Se manifiesta de forma concreta dentro del proceso, no solo mediante las 
acciones u omisiones del demandante y/o el demandado, sino que también 
corresponde en la misma forma a la administración de justicia contribuir a la 
no dilación del proceso”. Es por esto que, con “el principio de celeridad, surge 
la oralidad como mecanismo que busca verbalizar todas las alegaciones de 
las partes aun cuando tiene actuaciones escritas, ya que los actos deben 
constar a través de escritos y firmados, lo que no le hace cambiar su condición 
de procedimiento oral, ni tampoco calificarlo como mixto, porque el 




20 RESTREPO PIMIENTA, J. L., & BOTERO COTES, J. G. (julio - diciembre de 2018). El principio 
de oralidad en los procesos laborales colombo-venezolano en relación con la humanización y el 
derecho a la tutela judicial efectiva. REVISTA DE LA FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS 
POLÍTICAS - UPB, Vol. 48 / No. 129, PP. 613 - 626. Obtenido de 
http://www.scielo.org.co/pdf/rfdcp/v48n129/0120-3886-rfdcp-48-129-613.pdf 
 
21 RESTREPO PIMIENTA, J. L., & BOTERO COTES, J. G. (julio - diciembre de 2018). El principio 
de oralidad en los procesos laborales colombo-venezolano en relación con la humanización y el 
derecho a la tutela judicial efectiva. REVISTA DE LA FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS 




“La oralidad se presenta como el elemento central, exigiendo la presentación de las 
partes a una hora y día determinado para oír sus alegatos”22. Concepto que permite 
colegir que emerge como una alternativa novedosa en el proceso que busca 
compactar este de manera mixta, manteniendo la estructura formal de protocolo de 
manera escrita pero aquellas actuaciones de trámite pudiendo llevarse a cabo de 
manera verbal.  
 
 
Por lo que esta sirve como mecanismo que busca acelerar los procesos, sobre todo 
en el marco de la congestión judicial. En Colombia, el principio de oralidad que surge 
con la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, y se implantó 
su marco normativo con el Código de Procedimiento Penal de 2004 pero que no 
llega sino a ser aplicado hasta la ley 1285 de 2009.  
 
En este sentido, se han venido desarrollando desde la academia algunas 
caracterices que se deben tener en cuenta a la hora de comprender cuales son la 
ventajas y desventajas de este sistema oral. Dentro de las ventajas en general se 





sencilla que una discusión escrita; en otras palabras, más eficiente. Además, 
simplifica la actuación procesal; además de promover la publicidad y accesibilidad”23  
 
En ese mismo sentido, también hay ventajas que señalan como: “Con el principio 
de publicidad encontramos que junto los de inmediación y concentración se facilita 
a los que acceden a la justicia y al público en general el acceso al conocimiento de 
la información dada sobre la actividad judicial. Esto contribuye a garantizar las 
oportunidades para el ejercicio de los derechos de los interesados en el proceso, 
que a su vez permite que una colectividad se pueda enterar de primera mano sobre 
la forma como se está impartiendo justicia, lo cual se traduce en el control social 
sobre la actividad judicial. En lo que concierne a la economía procesal con el 
proceso oral se lograría el ideal dentro del proceso, como lo es el ahorro del tiempo 
y de recursos” 24. 
  
 







2. LA ORALIDAD COMO MECANISMO DE DESCONGESTIÓN JUDICIAL A 
NIVEL LATINOAMERICANO 
 
América Latina ha enfrentado durante las últimas décadas un dinámico proceso de 
reformas judiciales porque los países de la región focalizaron sus esfuerzos en la 
transformación de sus sistemas de justicia penal fenómeno este que se fue 
expandiendo hacia la justicia civil, comercial, familia, laboral entre otros y su 
propósito es modernizar los sistemas judiciales aun anclados a la época colonial. 
Las reformas a la justicia civil han generado un gran número de debates donde se 
enfrentaron diversas posturas en referencia con el modelo y características del 
proceso que deben asumirse en el nuevo sistema. 
 
 Hay quienes propenden por un modelo inquisitivo, otros por un modelo más 
respetuoso de los derechos de las personas involucradas en el asunto judicial. Los 
aspectos culturales del sistema europeo continental y del common law también se 
relacionan con lo anterior.  Asimismo, se han dado discusiones en torno a la 
existencia de un expediente que reúna los antecedentes de los casos y el papel que 





Existen también discusiones en cuanto a la existencia de un expediente que recopile 
todos los antecedentes de los casos y, de haberlo, sobre el rol procesal que éste ha 
de cumplir. Relacionado con lo anterior, se debate acerca de los sistemas de 
registros de las audiencias: si debe ser por medio de actas, audio o video. Hay 
disputas además por el número de audiencias que deben contemplar los 
procedimientos: si son necesarias dos o más audiencias o si basta un sistema de 
audiencia única. Se discute también el lugar que debe ocupar la conciliación y sobre 
la conveniencia de contemplar varios procedimientos.  
 
 
En general, existen múltiples discusiones sobre una inmensa gama de 
disposiciones legales y acerca de la manera que en la práctica deben ser llevadas 
a cabo por los operadores. Es importante destacar desde ya que este reporte 
intentará evitar discusiones meramente teóricas respecto de la oralidad, así como 
invertir grandes esfuerzos por comparar diferentes modelos legales. En su lugar, 
este documento buscar poner de manifiesto las prácticas observadas en torno a las 
audiencias con el fin de examinar cuáles de éstas resultan más adecuadas y a la 
vez dilucidar los principales problemas que enfrentan, con independencia de cuál 
sea el modelo procesal adoptado. Lejos de querer agotar la discusión sobre los 
puntos tocados, se pretende enriquecer el debate regional sobre la reforma a la 
justicia civil desde este enfoque práctico. 
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La tabla diseñada a continuación muestra iniciativas importantes en América Latina 
para la introducción de la oralidad en los sistemas civiles: 
 
Tabla 2. Modificaciones a los procesos civiles en América Latina basados en 
la oralidad 
2002 Ley orgánica procesal del trabajo – Venezuela 
2004 Ley 19.968 sobre tribunales de familia – Chile 
2005 Codificación del Código del trabajo – Ecuador 
2006 Ley 20.087 que sustituye el procedimiento laboral 
– Chile 
Código procesal Contencioso administrativo – 
Costa Rica 
Nuevo Código procesal civil – Honduras 
2007 Ley 1149 Reforma al Código procesal del trabajo 
y seguridad social – Colombia 
Ley 8.624 de Cobro judicial – Costa Rica 
2008 Código procesal civil y mercantil – El Salvador 
2010 Ley 29.497 sobre nueva Ley procesal del trabajo 
– Perú 
Ley 18.572 Abreviación de los procesos laborales 
- Uruguay 
2011 Ley 1.437 sobre proceso Contencioso 
Administrativo – Colombia 
Reforma Código de Comercio – México 
2012 Ley 1.564 Código general del proceso - Colombia 
FUENTE: Elaboración propia 
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Es necesario traer a referencia en estas reformas acaecidas en América Latina, el 
caso del Argentina que es un país federal en el cual se han dado diversas reformas 
desde aproximadamente la mitad del siglo pasado que han buscado la introducción 
de audiencias al sistema procesal civil tanto a nivel nacional como en provincias, 
pero los procesos han sido truncos. 
 
 
El caso de México también requiere ser mencionado aparte, de hecho, la reforma 
más relevante últimamente se dio con la introducción del juicio oral en materia 
mercantil con la reformada de 2011 al Código de Comercio. Algunos estados 
federales como Nuevo León han generado reformas en materias civiles y familiares 
como las adelantadas en 2007, en Guanajuato en 2012 se reformó la justicia de 
familia y en 2009 el Distrito Federal reformó su código de procedimientos civiles. 
 
 
De igual manera, es necesario mencionar el caso de Costa Rica ya que en los 
procesos de familia como laboral dejaron de ser escritos y han adquirido el carácter 
de procesos orales, sin reformas legislativas.  La Corte Suprema de justicia apoyada 
en normas procedimentales de algunas formas de oralidad y normas 






En cuanto a Colombia se menciona como buen ejemplo al respecto por lo intenso 
del movimiento de reforma.  El recién aprobado Código general del proceso 
aplicable a conflictos no solo de carácter penal sino civiles, comerciales de familia 
o agrarios con vigencia plena a partir de 2004. Así mismo, se ha dado la revisión de 
los procedimientos judiciales y proyectos de reforma en debate.   
 
 
2.1 URUGUAY, CHILE Y PERU 
La primera experiencia importante a la justicia civil tuvo lugar en Uruguay con el 
Código General del Proceso de 1989, que sustituyó el Código de Procedimiento civil 
de 1877.  Esta reforma tiene como antecedente lo desarrollado en 1967 por el 
Instituto Iberoamericano de derecho procesal  es decir un código que sirviera de 
modelo el cual concluyo en 1998 y denominó Código Procesal Civil modelo para 
Iberoamérica el cual sirvió de como base a todas las reformas de justicia civil que 
se han hecho desde esa fecha en América Latina.  Uruguay fue el primer país en 
allegar su sistema por audiencias. 
 
 
Para comprender adecuadamente esta relación es necesario mencionar que los 
autores del primero fueron los profesores uruguayos Enrique Vescovi, Luis Torello 
y  Adolfo Gelsi quienes a su vez fueron encargados de liderar el proceso de reforma 
en Uruguay.  “Desde hacía mucho tiempo que el procesalismo uruguayo reclamaba 
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un cambio del proceso civil, siendo el Anteproyecto de Couture de 1945 uno de sus 
antecedentes más remotos”.25.  
 
 
Este desarrollo de doctrinas más el diagnóstico sobre los innumerables problemas 




En Chile las reformas se dieron en familia y laboral aunque en contextos diferentes.  
Un antecedente muy importante fue la reforma procesal penal que empezó a regir 
desde el 2000 con una implementación gradual.  La verdadera importancia la cobró 
esta reforma en el 2004 y 2005 cuando se promulgaron las leyes 19968 que creó 
los tribunales de familia y la ley 20087 que sustituyó el procedimiento laboral 
observado en el Código del trabajo.  Ambas reformas abandonaron los procesos 
escritos y consagraron la oralidad procesal. Estas reformas en Chile son resultado 
de grandes cambios sociales, económicos y políticos que desde 1990 fueron 





25  PEREIRA CAMPOS, Santiago. La Reforma de la Justicia Civil en Uruguay. Los procesos 
ordinarios por audiencias. En: CENTRO DE ESTUDIOS DE JUSTICIA DE LAS AMÉRICAS. 
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En cuanto a las reformas de la justicia de familia se dio un fuerte proceso de 
transformaciones como por ejemplo con la Ley 19585 de Filiación de 1998 que dio 
por terminada las diferencias entre los hijos nacidos dentro y fuera del matrimonio, 
la Ley 19947 de 2004 sobre el matrimonio civil que incorporo por primera vez al 
ordenamiento jurídico chileno el divorcio vincular y la Ley 20066 de 2005 sobre 
violencia intrafamiliar.   
 
 
Estas leyes adecuaron la normativa interna de Chile a los cambios de la sociedad 
resultado del proceso de negociación política entre las fuerzas parlamentarias, 
debate promovido y seguido por diferentes actores sociales especialmente los 
defensores de las temáticas de género. “Se comprendió luego que ninguno de estos 
cambios iban a ser reales si no se combatía a la vez la enorme ineficacia del sistema 
judicial y su falta de adecuación al nuevo contexto social”26 .  
 
 
En lo laboral ocurrió algo similar desde 1990 cuando se recuperó la democracia se 
dieron diferentes reformas parciales a la normativa laboral estos cambios fueron 
fundamentales en la mejora de la situación de los trabajadores que había siendo 
fuertemente mermada durante la dictadura entre 1973 y 1990 que se veían 
reflejadas  en el Código del trabajo de 1985. “Todas las reformas desde 1990 se 
 
26 Mensaje con que el Ejecutivo envió al Congreso el Proyecto de Ley sobre Tribunales de Familia 
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dieron en medio de fuertes debates que en lo medular no lograron cambiar al 




Al mismo tiempo se desarrolló un proceso de fortalecimiento y modernización de la 
Dirección de trabajo que depende del Ministerio del Trabajo.  Durante el gobierno 
del presidente Ricardo Lagos (2000-2006) el gobierno se concentró en promover 
iniciativas tales como creación del seguro de desempleo, algunas modificaciones al 
Código de trabajo referidas a las relaciones individuales y la más importante la 
reforma a la justicia del trabajo la cual le da un rasgo distintivo a la reforma laboral 
chilena proceso liderado por el Ministerio del trabajo, partición académica del 
Ministerio de Justicia abocado principalmente a temas de infraestructura acorde con 
su experiencia en la reforma del proceso penal. 
 
 
En el caso de Perú en 1996 con la Ley 26636 denominada también Ley Procesal 
del Trabajo estableció el procedimiento oral que no fue efectivizado.  El gran 
crecimiento económico de Perú necesitaba un cambio urgente en las relaciones 
laborales. “. Se pensó que una oralidad efectiva iba a ser idónea para alcanzar los 
 
27 CÓRDOVA MUÑOZ, Lorena. Relaciones Laborales y el Proceso de Reformas Laborales. Tesis 
para optar al grado de Magíster en Ciencias Sociales con mención en Sociología de la Modernización 
por la Universidad de Chile. Santiago de Chile: 2005. 
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objetivos de disminuir la duración de los procesos, propender a un mayor acceso a 
la justicia laboral y lograr una mayor predictibilidad de las decisiones judiciales”28. 
Vale mencionar de igual manera que toda la reforma de oralidad en el Perú tuvo un 
fuerte componente académico. 
 
 
Se puede afirmar que el proceso de la oralidad en América Latina ha permitido a un 
gran número de países contar con procesos orales en lo civil y además representa 
una gran fuerza que se refleja en la expansión por incorporar la oralidad en donde 




La administración de justicia es una función pública ineludible del Estado moderno 
en cualquiera de sus ideologías.  “Puede señalarse que buena parte de los 
problemas de orden público, criminalidad y cumplimiento de la ley que viene 
padeciendo Colombia desde las últimas décadas, se explican por la deficiente 
prestación del servicio de justicia, de igual manera se asocia la debilidad del Estado 
con la precariedad de nuestro sistema de justicia”.29 
 
 
28 ARÉVALO, Javier. Antecedentes de la Reforma del Proceso Laboral en el Perú. En: ACADEMIA 
DE LA MAGISTRATURA DEL PERÚ.  
29 Comisión Intersectorial para la efectividad del principio de la Oralidad en el Régimen Procesal del 
Trabajo y de la Seguridad Social.  Cali junio de 2005. 
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La propensión moderna en el derecho propende por humanizar la administración de 
justicia lo cual exige dos grandes decisiones la desjudicialización y la 
desformalización de los procedimientos judiciales 
 
 
En Colombia se han dado certeros pasos en materia de reformas procesales a diario 
asisten a los tribunales personas que reclaman la protección de sus derechos y 
esperan una pronta respuesta a sus solicitudes sin mayores formalismos ni 
complicaciones.  De otra parte, el sistema judicial enfrenta de manera permanente 
la exigencia de garantizar a la población la efectiva tutela de sus derechos.  La crisis 
de la justicia en Colombia se explica por los procesos escritos que contribuyen a la 
mora procesal, la congestión judicial y la justicia deficiente. Engorrosos 
procedimientos escritos, falta de inmediación efectiva del juez y poca transparencia 
en la actuación son causas de la lentitud procesal. 
 
 
En cambio, un proceso oral en audiencia pública, con práctica de pruebas y 
declaración de fallo inmediato liberará de lo escrito y contribuirá a mejorar la calidad 





De la oralidad se ha hablado desde hace mucho tiempo, desde el procedimiento 
clásico romano, pasando por códigos como el de Procedimiento de Hannover de 




2.3 LA ORALIDAD Y SU MARCO LEGAL 
La Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, Ley 270 de 1996 modificada por 
la ley 1285 de 2009, introdujo como principio rector la oralidad en los procesos 
judiciales. En efecto, esta ley prevé al respecto que “Las actuaciones que se realicen 
en los procesos judiciales deberán ser orales con las excepciones que establezca 
la ley (...) Esta adoptará nuevos estatutos procesales con diligencias orales y por 
audiencias, en procura de la unificación de los procedimientos judiciales, y tendrá 
en cuenta los nuevos avances tecnológicos”.31 
 
 
La Corte Constitucional al efectuar el análisis de constitucionalidad del Artículo 
Primero de la Ley 1285, consideró que  
 
30 CAPELLETTI, MAURO, La Oralidad y las pruebas en el proceso civil, EJEA, Buenos Aires, 1972, 
p.86 
31 Articulo 4° de la Ley 270 de 1996, modificado por el artículo 1° de la Ley 1285 de 2009 
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(…) “Otra innovación en el artículo modificado es la implantación de la 
oralidad como un mecanismo para el logro de una justicia pronta y eficaz. 
Dicha disposición consagra el principio general, consistente en que las 
actuaciones que se realicen en los procesos judiciales deberán ser orales, y 
excepcional otra forma para su trámite, siempre de conformidad con la ley. 
Oralidad en las actuaciones judiciales que no contraviene la Constitución, 
pues con ella se pretende propiciar condiciones indispensables para imprimir 
celeridad al trámite de las actuaciones propias de los diferentes procesos, con 
miras a superar la congestión judicial que constituye uno de los más graves 
problemas de la administración de justicia, y garantizar con ello la protección 
y efectividad de los derechos de los asociados, en cuanto concierne a la 
convivencia social, al orden justo y más específicamente al acceso a la 
administración de justicia, consagrado como derecho fundamental en el 
artículo 229 Superior.  
 
La implementación de la oralidad constituye un mecanismo razonablemente 
encaminado al logro de la pretendida celeridad en la administración de 
justicia, favoreciendo la inmediación, acercando el juez a las partes y 
generando condiciones que propicien la simplificación de los procedimientos, 
razones todas estas que avalan la constitucionalidad de la reforma en este 




Además, pone en evidencia la necesidad de adoptar nuevos estatutos legales 
para ajustar los actuales, que consagran procedimientos prevalentemente 
escritos, para señalar la forma como habrán de llevarse a cabo, en cada 
especialidad, las audiencias y demás diligencias dentro de un nuevo 
esquema, según se prevé en el segundo inciso del artículo primero.”32 
 
 
Con referencia a los asuntos laborales, la Ley 1149 de 2007, “Por la cual se reforma 
el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social para hacer efectiva la 
oralidad en sus procesos”, en sus artículos quince a diecisiete dispuso la transición 
gradual del sistema procesal escritural a la oralidad. 
 
 
“En relación con la oralidad en la jurisdicción ordinaria civil, la Ley 1395 de 
2010 “Por la cual se adoptan medidas en materia de descongestión judicial” 
introdujo modificaciones al procedimiento civil, en cuyo artículo 44, parágrafo 
único, determinó la entrada en vigencia a partir del 1° de enero de 2011 de la 
oralidad en forma gradual a medida que se disponga de los recursos físicos 
necesarios, en un plazo máximo de tres años.  
 




“Ahora bien, en relación con los asuntos penales, la Ley 906 de 2004 “Por la 
cual se expide el Código de Procedimiento Penal”, en su Artículo 9°, adoptó 
el Sistema Penal Acusatorio–en adelante SPA-, cuyos principios rectores son 
la oralidad, la celeridad y la inmediación. Finalmente, en relación con la 
oralidad en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, se tiene con la 
Ley 1437 de 2011 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, cuya vigencia fue desde 
el 2 de julio de 2012, se adoptó el nuevo modelo procesal para los asuntos de 
conocimiento de esta jurisdicción y se estableció la ejecución de un Plan 
Especial de Descongestión para esta Jurisdicción hacia la implementación del 
nuevo régimen procesal, el mismo día en todo el país.33” 
 
 
2.4 MARCO JURIDICO 
 




se enfoca en el funcionamiento correcto del 
sistema judicial buscando que se cumplan los 
derechos de los ciudadanos 
Articulo 229   Derecho de toda persona para acceder a la 








TABLA 4.  LEYES.  
Leyes Derechos Promulgación 
Ley 270 de 1996 Administración de justicia  Ley estatutaria regulación, 
principios y estructura de 




Ley 906 de 2004 
 
 
Procedimiento penal  
Enfatiza en su artículo No. 9 la 
relevancia que reviste la 
oralidad al rezar que la 
“Actuación procesal será oral y 
en su realización se utilizarán 
los medios técnicos 
disponibles que permitan 
imprimirle mayor agilidad y 
fidelidad, sin perjuicio de 
conservar registro de lo 
acontecido. A estos efectos se 
dejará constancia de la 
actuación”. 
 
Ley 1285 de 2009  
 
 
Reforma la Ley 270 de 1996 
Estatutaria de la 
Administración de Justicia. 
 
se modifican algunos incisos 
de la ley 270 de 1996 donde se 
introduce la oralidad como 











Derecho - Reforma 
 
Decreto 1736 de 2012 
 
Por el que se corrigen unos yerros en la Ley 
1564 del 12 de julio de 2012 
 
 
Tabla 6.  JURISPRUDENCIA  
ASUNTO SENTENCIA 
 
Demanda de inconstitucionalidad 
 
Sentencia C-641 de 2002  
Tendencia a la plena oralidad de los juicios 
penales como medio indispensable para 
garantizar la efectividad de los derechos 
fundamentales de los inculpados alrededor de 
los conceptos de contradicción, eficiencia y 
celeridad. 
 
Demanda de inconstitucionalidad-requisitos de 





reformas a la audiencia de los procesos civiles 
verbales de mayor y menor cuantía-finalidad 
principios de oralidad, concentración e 





jurisdicción laboral, demanda de 
constitucionalidad, apelación de la sentencia, 
 
sentencia c-493/16 
Supuestos en los que se funda la sustentación 
de la apelación en materia penal y laboral no 
vulneran del derecho a la igualdad formal ante 




sustentación del recurso de apelación, derecho 
a la igualdad, jurisdicción penal 
por la especialidad de los asuntos que se 
ventilan en cada una de dichas jurisdicciones, 
sino porque dentro de la amplia facultad 
configurativa del legislador para determinar los 
recursos, excepciones y términos de cada 
procedimiento, se estableció como eje rector de 
la jurisdicción laboral el principio de la oralidad 
-supra numeral 20- mientras que en la penal 
con el fin de promover la descongestión judicial 
implementó la sustentación mixta del recurso -
supra numeral 27-adicionalmente por las 
características particulares de los derechos de 
los usuarios, las garantías de la doble instancia 
en los asuntos penales cuentan con un mayor 
respaldo constitucional, al ser parte esencial del 
núcleo fundamental del derecho. 
 
Restricciones de tiempo y modo en segunda 
audiencia del proceso laboral oral-cumplen 
finalidades legítimas de celeridad e inmediación 
que no vulneran el derecho al debido proceso y 
acceso a la justicia 
 
Sentencia C-583/16 





Flexibilización del principio de subsidiariedad: 




Proceso oral y por audiencias: forma en que 
debe surtirse la actuación procesal. 
Proceso oral y por audiencias: obligación de los 
usuarios de la administración de justicia de 






3. EFECTIVIDAD DE LA ORALIDAD COMO MECANISMO DE 
DESCONGESTIÓN JUDICIAL EN BARRANQUILLA 
 
En Colombia es pan de cada día la referencia a la ineficiencia y negligencia de las 
instituciones judiciales y no solo por la apatía de algunos funcionarios sino por la 
carencia de personal y equipos suficientes convirtiéndose de esta manera más 
inaccesible a las personas en difíciles condiciones económicas. En Latinoamérica 




Las estadísticas del Ministerio de justicia de Colombia muestran que 
aproximadamente 17000 detenidos están a la espera de ser juzgados. Armando 
Montenegro Trujillo, ex director del Departamento nacional de planificación de 
Colombia afirmó que “la falta de jueces, policías y normas jurídicas eficaces 
ocasionan conflictos y, como resultado, se produce la violencia”. 
 
“Desde el año 1995, la demanda de justicia ha aumentado en un 98.2%: de 
898162 procesos que entraron en aquella época, en el 2008 la cifra fue de 
1783670 casos. Sin embargo, la demanda ha crecido a un ritmo más 
acelerado que el de la oferta de justicia ya que de 4012 jueces y magistrados 
que había en el 95, se pasó a 4237 funcionarios, esto quiere decir que la 
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oferta sólo creció un 5.6%. De acuerdo con cifras de la Sala Administrativa 
del Consejo Superior, la administración de justicia cuenta con un inventario 
de 2977941 procesos, de los cuales el 52% (1548418) está sin trámite, es 
decir, que no ha registrado actuaciones ni manifestaciones en los últimos seis 
meses. Aun así, la jurisdicción emite 4476 decisiones por día, de las cuales 
1371 son acciones de tutela34”. 
 
Entrevistados varios jueces acerca de la principal causa de la congestión en los 
despachos, mencionaron como primera causa la necesidad del nombramiento de 
más jueces y el mejoramiento de las condiciones económicas de la rama.  
Igualmente afirman no contar con personal suficiente y los elementos para cubrir la 
demanda actual de la justicia en los despachos.  En el paro del 2008 los jueces y 
funcionarios exigían mejor sueldo y reformas tales como el aumento del 
presupuesto que mejorara sus condiciones. 
 
 
De igual manera, las organizaciones judiciales tradicionales carecen de capacidad 
para atender los crecientes conflictos afectando el acceso oportuno y eficaz a la 
justicia especialmente la población más débil lo cual puede generar desconfianza 
 
34 Consejo Superior de la Judicatura 
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en la justicia y derivar en la toma de justicia por mano propia lo cual incrementa la 
violencia y delitos. 
 
 
Para referirse a las causas de la congestión judicial hay que tener en cuenta que la 
Constitución del 91, creo nuevos derechos y delego a los jueces nuevas 
competencias. Para hablar de las causas de la congestión hay que analizar y 
remontarse un poco a la Constitución del 91, la cual creó unos nuevos derechos y 
adjudicó nuevas competencias a los jueces. “Cuando los abogados hablan de 
competencia se refieren a que la ley le dice a tal juez que tiene que resolver tales 
casos específicos. Por ejemplo: los casos hasta los 100 millones son de menor 
cuantía y le corresponden a unos jueces; de 100 para adelante es del Tribunal y así 
sucesivamente”35 .  
 
 
La Constitución promovió la acción de tutela basándose en los diferentes derechos 
de las personas unos con más importancia que otros, así: 1) derechos 
fundamentales; 2) derechos sociales; 3) los derechos culturales y 4) los derechos 
comunes y corrientes que siempre se han tenido.  
 
35TORRES CALDERÓN, Leonardo Augusto. Ensayo: Congestión Judicial en la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo colombiana. Revista Dikaión- Lo justo. Año 16. No. 11. Pág. 4. 30 
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Acorde con lo anterior, hay derechos que no dan espera por ejemplo el derecho a 
la vida o a la libertad, habeas data, libre desarrollo de la personalidad y por ello no 
se puede someter un caso que involucre uno de estos derechos a la rigidez de los 
procesos judiciales.  La acción de tutela es también factor de congestión judicial no 
por que cause perjuicios, todo lo contrario, es un mecanismo activo para proteger 
derechos fundamentales.  “La tutela a nivel nacional ocupa el 22% del total de los 
ingresos a los despachos judiciales. Esta gran cantidad de tutelas están asfixiando 
todo el sistema judicial del país y ha causado muchos traumas.”36..  En Colombia, 
las personas buscan que el juez les resuelva sus conflictos rápidamente y reclaman 
derechos como si todos fueran fundamentales con la aceptación de los jueces es 
por ello que las personas ven en la tutela una tabla de salvación así sea o no 
derecho fundamental lo que se les ha transgredido. Esta extensión de los derechos 
fundamentales es lo que la Corte Constitucional llama conexidad. 
 
 
La tardanza judicial también está asociado a la desidia y diferentes dificultades 
relacionadas con los procesos, es por estas causas que los juzgados más 







Sin embargo, la congestión no es óbice para la mora judicial. La Corte Constitucional 
considera que:  
“solamente una justificación debidamente probada y establecida fuera de toda 
duda permite exonerar al juez de su obligación constitucional de dictar 
oportunamente las providencias a su cargo, en especial de cuando la 
sentencia se trata. La justificación es extraordinaria y no puede provenir 
apenas del argumento relacionado con la congestión de los asuntos del 
despacho. Para que pueda darse resulta necesario determinar en el proceso 
de tutela que el juez correspondiente ha obrado con diligencia y cumplido a 
cabalidad la totalidad de sus obligaciones constitucionales y legales, de modo 
tal que la demora en decidir sea para él, el resultado de un estado de cosas 




De igual manera, es importante señalar que las condiciones sociales de nuestra 
población repercuten sobre este fenómeno: 
“Existe una estrecha relación entre crecimiento económico y pobreza, entre 
éstas y niveles de criminalidad, conflictividad y violencia e igualmente, entre 
 




éstas y demanda de justicia. De allí también cobra relevancia el 
comportamiento de las condiciones sociales de la población: El desempleo, 
el crecimiento demográfico, las tendencias de concentración poblacional en 
los centros urbanos, los niveles de ingresos, el acceso a la salud, el nivel 
educativo de los habitantes y la estructura de la propiedad para el caso de la 
vivienda y la tierra, se constituyen en variables cuya evolución y conjugación 
se convierten en uno de los factores que explican los niveles de conflictividad 
y, por ende, de demanda de justicia”38 
 
Tabla 7.  JUZGADOS DE BARRANQUILLA 
JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES 31 
JUZGADOS CIVILES DEL CIRCUITO 16 
JUZGADOS LABORALES 15 
JUZGADOS DE FAMILIA 9 
JUZGADOS ADMINISTRATIVOS 15 
JUZGADOS EJECUCION CIVIL 
MUNICIPAL 
7 
JUZGADOS DE EJECUCION CIVIL 
CIRCUITO 
2 






38 Consejo superior de la Judicatura. Plan Sectorial de Desarrollo. 2007-2010. Pág. 31. 
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Entre los problemas que presenta la rama judicial en Barranquilla ser pueden citar 
los siguientes:  
Falta de autonomía del poder judicial, congestión judicial, leyes arcaicas, procesos 
judiciales dilatados, investigaciones incompletas, escasez de recursos, carencia de 
sistematización en los trámites de procesos judiciales, términos extensos, dilación 
de los trámites de las causas, inobservancia en el cumplimiento de términos, poco 
personal disponible, inclinación por la legalidad dificultando definición de 
controversias, edictos repetitivos, trámites, funciones que los jueces no debían 
realizar, corrupción, extravío o pérdida de documentación, deficiencia en el sistema 
carcelario, corrupción de funcionarios públicos, juzgados que demoran los 
procesos, bajo número al año de casos que se resuelven, falencias en el servicio a 
los usuarios.  
 
 
Así mismo, se requieren más jueces y mejoramiento de los rangos salariales de la 
rama.  Los jueces aseveran con el personal de los juzgados es insuficiente.  
Adicionalmente, la estructura de la rama judicial no está en capacidad de atender 
los crecientes conflictos que se presentan lo cual genera desconfianza de población 







Es posible que la dificultad originada como resultado de la congestión judicial, sea 
imputable a una gama de factores que van más allá de la misma gestión de los 
despachos judiciales. Acorde con lo anterior es necesario la identificación de los 
siguientes factores planteados por algunos autores de las posibles causas de la 
congestión entre las cuales resaltan las siguientes; primero la existencia de un 
sistema judicial rezagado que en síntesis no es más que: 
“un sistema jurídico que se ha rezagado en comparación con la dinámica de 
desarrollo del país, las tendencias del constitucionalismo contemporáneo y la 
globalización del derecho; sumado a una inflación legislativa” (Botero Bernal, 
2003). Lo cual en términos generales se traduce como la dinámica y opulenta 
creación de normatividad (leyes), decretos y actos administrativos en los 
cuales van inmersas figuras con fundamento en coyunturas políticas, que han 
dado origen a la inestabilidad jurídica y un incremento en la conflictividad en 
la mediad en que las disposiciones en ocasiones producen efectos 
contradictorios con las directrices político – jurídicas”39. 
 
Además de lo anterior,  surge otra causa y se refiere al déficit presupuestal para 
fortalecer el poder judicial lo cual se ve reflejado en el incumplimiento de la función 
 
39 BOTERO BERNAL, A. Diagnóstico de la eficacia del derecho en Colombia y otros ensayos. 
Medellín: fondo editorial biogénesis y señal editorial. 2003 
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pública para administrar justician. El Consejo Superior de la Judicatura reconoce 
que: 
“Pese a que los indicadores continúan reflejando una clara necesidad de 
fortalecer la administración de justicia, de manera autónoma e independiente, 
se advierte una clara tendencia de disminución del presupuesto de la rama 
judicial “40.  
 
La causa anteriormente mencionada, genera un efecto lesivo para la sociedad e 
institucionalidad del país 
 
 
Otro factor que contribuye a la congestión judicial son los mecanismos procesales 
insuficientes, inconvenientes recubiertos de formalismo excesivo. 
 “se presentan una variedad de factores que generan el mismo efecto, un 
retraso en la respuesta a la demanda de justicia y concomitante a ello, aunque 
no necesariamente, congestión judicial. en ocasiones, por desconocimiento, 
impericia o pura negligencia se utilizan herramientas procesales que no son 
eficaces para la obtención del fin perseguido, pero que de todas maneras 
accionan el aparato judicial al requerir una respuesta”41.  
 




Cabe destacar que la congestión judicial ha disminuido, sin embargo, al interior de 
los despachos judiciales no se logra la descongestión en su totalidad.  Con la 
expedición del nuevo Código General del Proceso, y los novedosos aporte de la Ley 
1437 de 2001 y los aportes por parte del Estado 
 
 
A pesar de lo anteriormente referenciado, se evidencian dificultades de tipo 
económico al interior de los despachos judiciales. . Los aportes del Consejo Superior 




Para concluir, es necesario indagar en los ítems esbozados anteriormente ya que 
surgen como causas importantes que contribuyen al crecimiento del fenómeno de 
la congestión judicial.  Todo esto con el propósito de tener una visión y óptica 
aproximada de la problemática para con ello poder plantear posibles alternativas de 
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